
DEFECTO PROCEDIMENTAL/ Se incurre al rechazar recurso en acción popular por falta de sustentación y por haber sido presentado en pieza pequeña de papel, a pesar de que se plantearon las razones de la inconformidad frente a la decisión y que no es exigible una dimensión determinada del documento
“(…) ante la negativa de darle trámite o rechazar de plano el recurso de reposición interpuesto contra el auto que inadmitió el libelo por las circunstancias anotadas, como quiera que el recurrente fue explícito y concreto al momento de elevar su reparo, si bien manifestó, en cuanto toca con el certificado requerido, que el artículo 18 de la ley 472 de 1998 no le exige tal anexo como lo afirma la funcionaria; que, entonces, solicita de la misma, lo pida de la parte demandada o del director de administración judicial acorde con lo señalado por el artículo 6 de la ley 270 ante su insuficiencia.

Para la Sala, ese proceder, más allá de las explicaciones que blandió en su momento el Juzgado, es suficiente a la luz del inciso 3º del artículo 318 del Código General del Proceso, pues, como se observa, sí se expresaron las razones de inconformidad. 

(…) en cuanto a la posición del despacho judicial de no acoger el escrito presentado por ser una “tirilla”, tampoco halla la Sala razón, como quiera que no existe disposición legal o reglamentaria que precise las dimensiones de un memorial que se quieran arrimar a las actuaciones judiciales sí, adicionalmente, no se advierte que el allegado resulte ilegible o incomprensible, lo que se traduce, por consiguiente, en una reunión de criterios constitucionales que permiten deducir el resquebrajamiento del derecho fundamental a un debido proceso.”

ACCIÓN DE TUTELA/ No es un medio para elevar quejas disciplinarias/ Improsperidad cuando no se acredita la vulneración alegada

“(…) Como eso es así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación.    

(…) no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría (…) que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre (...) Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que no tienen la más mínima conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.” 
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-667 de 2015.
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Acta N° 146 de abril 6 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. 
Pide que “Se orden al tutelado DE MANERA INMEDIATA ADMITIR y dar tramite a MI ACCION Popular, amparado en el artículo 16 ley 472 DE 1998 y manifestando que decido presentar mi acción en el DOMICILIO DE LA ENTIDAD ACCIONADA EN PEREIRA A PREVENCION … (sic)”; aportar copia de la acción de tutela a la acción popular; escanear copia de la misma y del del fallo a un correo electrónico; brindarle copia física de toda la actuación; darle trámite a la acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas; que la parte accionada aporte copia de todos los documentos que solicitó como pruebas para que obren en esta demanda y que de prosperar la acción, se haga extensivo el fallo a todas las acciones populares donde la accionada haya actuado igual.
 



Dijo en su escrito, en resumen, que presentó acción popular que quedó anotada en el despacho judicial con el número de radicación “2015-516”, la que fue rechazada por competencia, con olvido del conflicto de competencia que fue resuelto por la Corte Suprema de Justicia el 28 de mayo de 2009 en asunto radicado 2009-00121-00, y enviada al Juzgado 35 Civil del Circuito de Bogotá; pese a ello, este despacho ordenó devolver la acción al juzgado accionado sin generar conflicto de competencia, y no le vio reparo alguno además de creer poder rechazar su acción; señaló que resulta curiosa la postura asumida de no conceder su alzada frente al auto que pretende ese rechazo, cuando acorde con posición del Consejo de Estado es viable; consignó en la acción popular que el domicilio está en la ciudad de Pereira y no puede el juzgador convertirse en el sucedáneo de su elección, ni creer que se debe presentar en el domicilio principal de la entidad accionada
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo; de igual manera, se ordenó la remisión de copia de la demanda a la Oficina Judicial de Manizales (Caldas), para que se adelantara la acción de rigor frente a la Defensoría del Pueblo de Caldas, siguiendo orientaciones de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia sobre el particular. 
La titular del despacho envió copias de las sentencias en que los magistrados de la Corte Suprema de Justicia han resuelto  los conflictos de competencia provocados con ocasión de las acciones populares presentadas por el accionante, en los que en la mayoría de ellos se ha decidido enviar el expediente al Juzgado de la ciudad donde se dice que se ha vulnerado el derecho colectivo y no el del domicilio del demandado, y en otro caso se estimó prematura la declaratoria de incompetencia por no existir prueba del domicilio principal de la entidad demandada; dijo que  una vez se recibió el proceso del Juzgado 35 Civil del Circuito, sin provocar el conflicto, inadmitió la demanda y ordenó, entre otros 4 motivos, que se presentara el certificado de existencia y representación del Banco de Bogotá demandado; no se corrigió ninguno de los defectos, ni se aportó dicho documento para determinar la competencia y, en tal virtud, se rechazó el libelo.
Con posterioridad, se pronunció el accionante para solicitar el trámite integral de la acción. Por su parte, el Defensor del Pueblo Regional Risaralda, aludió a su responsabilidad dentro del territorio nacional y de los colombianos en el exterior; que en caso de demostrarse lo afirmado por el accionante, debería prosperar la acción. 
Luego, el despacho demandado remitió copia de las actuaciones surtidas dentro de la respectiva acción popular, y hubo de ordenarse una prueba de oficio.

CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular. 

En el caso presente, Javier Elías Arias Idárraga, dirigió su reclamo contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que estima conculcados por dicha autoridad judicial al rechazar la acción popular ya relacionada, al estimar que se equivoca en la apreciación del factor de competencia territorial, frente al lugar del domicilio de la entidad demandada.
   



Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. 




   
Y en cuanto a las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.

  



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que se aduce la vulneración, entre otros, de los derechos fundamentales al debido proceso y a la debida administración de justicia; se agotaron los recursos ordinarios frente a cada posición emitida por el juzgado, frente a la que inadmitió la demanda y luego frente a la que rechazó la misma; se cumple el principio de inmediatez; si se advirtiera la irregularidad que le achaca el demandante a la funcionaria, aquella incidiría en la decisión de fondo, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 

   



Incluso, el hecho de que esté en trámite el recurso de apelación interpuesto contra el auto que rechaza la demanda, no es óbice para analizar de fondo la cuestión, dado que, como viene aleccionando reiteradamente la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema, el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 no la admite
.
   



Es viable, en consecuencia analizar si se da uno de esos supuestos especiales; para tal efecto, se recuerda lo siguiente: 
 



1. La acción popular fue presentada el 14 de agosto de 2015 frente al Banco Popular y se señaló una dirección en la ciudad de Bogotá, a la vez que suministró otra para efectos de notificaciones personales de ese demandado en esta ciudad.

 



2. El Juzgado Segundo Civil del Circuito, la rechazó por falta de competencia territorial y ordenó el envío de la misma a los Juzgados Civiles del Circuito de Bogotá, prevalido de que el domicilio principal del demandado y la vulneración del caso corresponde a esa ciudad.

 



3. El Juzgado Treinta y Cinco Civil del Circuito, al que correspondió por reparto, dispuso no asumir su conocimiento y la devolvió al Juzgado Segundo Civil de este Circuito.




4. La funcionaria, sin tener en cuenta que se estaba dando un conflicto, dispuso “avocar su conocimiento” e inadmitió la demanda porque no cumple con los siguientes requisitos dijo: a) No indicó cuál es la vulneración de los derechos colectivos invocados y quién o quiénes podría ser los perjudicados; b) Debe probar la existencia del daño contingente, la existencia del peligro, amenaza, vulneración o agravio al derecho colectivo invocado; c) La prueba de la representación legal de la parte demandada; d) acreditar los supuestos fácticos sobre los que edifica sus pretensiones y e) indicar el motivo por el cuál ejerce ‘las acciones populares.´”.
 



5. Contra esa resolución presentó reposición y apelación, por la inconformidad de solicitarle copia del certificado de existencia y representación legal de la entidad accionada, por cuanto el artículo 18 de la Ley 472 de 1998 no le exige tal documento; por demás, solicitó, que el juzgado requiriera el mismo al ente accionado o lo hiciera el director ejecutivo de administración judicial acorde con lo señalado en el artículo 6 de la Ley 270 ante la falta de recursos económicos de su parte para ello.

  



6. Previa constancia secretarial acerca de la oportuna interposición de los recursos y de indicar que los mismos se presentaron en una tirilla de papel “sin fundamentación” y que la posición del despacho frente a esa clase de escritos ha sido la de rechazarlos de plano por “improcedente y dilatorio” además de unas faltas de “respecto” y de decoro con el despacho, con auto del 1º de marzo de 2016, y con vista en dicha constancia se dijo rechazar de plano la solicitud y el recurso de reposición, por cuanto el escrito debe expresar los motivos que fundamentan la inconformidad; y como no se corrigió el libelo por las inconsistencias indicadas en el auto precitado, dispuso “RECHAZAR  el recurso de reposición presentado por el demandante” y la demanda. Contra esa decisión recurrió de nuevo en apelación el actor, sin que se haya resuelto lo pertinente (f. 54).
  



De este derrotero, y siguiendo de cerca la orientación jurisprudencial sobre el debido proceso y lo relacionado con los requisitos específicos de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, puede decirse, de entrada, que se advierte la incursión en un defecto procedimental. 

   



Por un lado, ante la negativa de darle trámite o rechazar de plano el recurso de reposición interpuesto contra el auto que inadmitió el libelo por las circunstancias anotadas, como quiera que el recurrente fue explícito y concreto al momento de elevar su reparo, si bien manifestó, en cuanto toca con el certificado requerido, que el artículo 18 de la ley 472 de 1998 no le exige tal anexo como lo afirma la funcionaria; que, entonces, solicita de la misma, lo pida de la parte demandada o del director de administración judicial acorde con lo señalado por el artículo 6 de la ley 270 ante su insuficiencia.

Para la Sala, ese proceder, más allá de las explicaciones que blandió en su momento el Juzgado, es suficiente a la luz del inciso 3º del artículo 318 del Código General del Proceso, pues, como se observa, sí se expresaron las razones de inconformidad. 

Ahora, en cuanto a la posición del despacho judicial de no acoger el escrito presentado por ser una “tirilla”, tampoco halla la Sala razón, como quiera que no existe disposición legal o reglamentaria que precise las dimensiones de un memorial que se quieran arrimar a las actuaciones judiciales sí, adicionalmente, no se advierte que el allegado resulte ilegible o incomprensible, lo que se traduce, por consiguiente, en una reunión de criterios constitucionales que permiten deducir el resquebrajamiento del derecho fundamental a un debido proceso.
Se ha precisado sobre la incursión en un defecto procedimental, que: 


        
  
“33. El defecto procedimental como una causal especial de procedencia de la tutela contra providencias judiciales se sustenta en los artículos 29 y 228 de la Constitución, que consagran los derechos al debido proceso y a la administración de justicia y el principio de prevalencia del derecho sustancial que protege a las personas de que se presente una grave arbitrariedad en el acceso a la justicia. La Corte Constitucional ha reconocido dos modalidades de este defecto: i) el absoluto, que se da cuando hay una desviación del procedimiento legalmente establecido… y ii) por “exceso ritual manifiesto, que tiene lugar cuando hay una renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales”…. –negrillas y subrayas propias-
 
 


34. En relación con el defecto procedimental absoluto…, la Corte ha indicado que ““[c]uando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental. El defecto procedimental se erige en una violación al debido proceso cuando el juez da un cauce que no corresponde al asunto sometido a su competencia, o cuando pretermite las etapas propias del juicio, como por ejemplo, omite la notificación de un acto que requiera de esta formalidad según la ley, o cuando pasa por alto realizar el debate probatorio, natural a todo proceso, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de los sujetos procesales al no permitirles sustentar o comprobar los hechos de la demanda o su contestación, con la consecuente negación de sus pretensiones en la decisión de fondo y la violación a los derechos fundamentales”….
 
 


De acuerdo con lo anterior, la decisión del juez en un proceso se torna arbitraria por falta de fundamento legal que la sostenga, y por lo tanto se configura un defecto procedimental absoluto cuando: i) se tramita un proceso de forma diferente a la establecida legalmente… o ii) se desconocen etapas del procedimiento que comprometen los derechos fundamentales de las partes como, por ejemplo, una notificación, un momento probatorio, o la posibilidad de que una decisión sea revisada en segunda instancia cuando era procedente la apelación…
 
  


35. Sobre el segundo tipo de defecto procedimental, el exceso ritual manifiesto…, la Corte Constitucional ha sostenido que se configura “en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por (i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”…
 
  


36. Adicionalmente, la jurisprudencia ha establecido que tanto para los casos del defecto procedimental absoluto como del exceso ritual manifiesto, es necesario que: i) el desconocimiento del procedimiento tenga un efecto definitivo para la vulneración de los derechos fundamentales…; ii) la desviación o irregularidad no pueda subsanarse por otra vía; y iii) de ser posible, haya sido alegada en el proceso…”
  



Bajo tales orientaciones, es viable la mediación del juez constitucional en defensa del derecho quebrantado, para verificar su protección, como se hará.

  



Y ya que así ha de ocurrir, aunque no es objeto de reparo, también hay que decir que como la Ley 472 de 1998 de manera taxativa contempla una serie de requisitos necesarios para darle impulso a una acción popular, bien puede concluirse las exigencias relacionadas en el auto de inadmisión no están allí enlistadas y, por tanto, no debería cargarse con ellas al accionante. 
 



En conclusión, se estima apropiado conceder el amparo deprecado, en virtud de lo cual se dejará sin efecto el auto del 1º de marzo de 2016, proferido en la acción popular señalada en esta demanda, para que un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, se pronuncie en referencia al recurso de reposición interpuesto contra el auto que inadmitió el libelo, teniendo presente las observaciones expuestas. 


    



En cuanto a la solicitud de que se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía al demandante copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales. Respecto a la petición de que se tramite tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, tal punto quedó definido en el auto que le dio impulso al presente trámite y a ello se está, con lo que igualmente queda resuelta la insistencia que sobre el tema trajo en petición visible a folio 32, aunque, dicho sea de paso, en recientes decisiones
, la Sala de Casación Civil varió la posición que dio lugar al envío de copias a la ciudad de Manizales y ha ordenado que se vincule en esta sede, como se seguirá haciendo en el futuro. Se negará de igual modo la solicitud de que se aporte copia de todos los documentos que solicitó en sus pruebas ante lo infundado de ello, y por la decisión final adoptada cae de su peso, la pretensión de hacer extensivo el fallo que fuere favorable a otras acciones populares.

Se absolverá a las demás entidades involucradas, porque no se halla de su parte trasgresión a derecho fundamental alguno del accionante. Finalmente, a su costa, expídanse las copias solicitadas. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia, reclamados por Javier Elías Arias Idárraga. 
Como consecuencia de ello, se deja sin efecto el auto del uno (1) de marzo de dos mil dieciséis (2016), proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, dentro de la acción popular seguida allí por el actor contra el Banco Popular, radicada al número 2015-00516-00.
Se ordena a la titular que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a resolver sobre el recurso de reposición interpuesto por el demandante contra el auto del 11 de diciembre de 2015, teniendo en cuenta las observaciones anteriores.

Se está a lo resuelto en el auto que dio impulso a la acción, en torno a las solicitudes de trámite de acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas.
Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Se absuelve a las entidades vinculadas de oficio al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

   DUBERNEY GRISALES HERRERA

                                             Con aclaración de voto
� Sentencia C-543-92


� Sentencia del 8 de octubre de 2015, radicado 66001-22-13-000-2015-00374-01, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez. 


�  Sentencia T-667 de 2015


� Sentencia del 10 de marzo de 2016, radicación 66001-22-13-000-2016-00228-01, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez. 
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